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El presente estudio fue encomendado por la CIDH al Comisionado 
Víctor Abramovich, como marco conceptual para el proceso 
de elaboración de los indicadores de progreso sobre derechos 
económicos, sociales y culturales del Protocolo de San Salvador, 
conforme a la resolución AG/RES. 2178 (XXXVI-O/06), aprobada 
el 6 de junio de 2006 por la Asamblea General de la OEA. Para 
su elaboración contó con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva de la 
CIDH. En la elaboración de este estudio participó activamente la 
abogada Gabriela Kletzel, en el marco del proyecto de investigación 
sobre “estándares internacionales sobre acceso a la justicia” que 
se desarrolla en la Universidad de San Andrés de Argentina.
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RESUMEN EJECUTIVO
1. 	 El derecho internacional de los derechos humanos ha desarrollado 

estándares sobre el derecho a contar con recursos judiciales y de otra 
índole que resulten idóneos y efectivos para reclamar por la vulneración 
de los derechos fundamentales. En tal sentido, la obligación de los 
Estados no es sólo negativa - de no impedir el acceso a esos recursos-
sino fundamentalmente positiva, de organizar el aparato institucional de 
modo que todos los individuos puedan acceder a esos recursos. A tal 
efecto, los Estados deben remover los obstáculos normativos, sociales o 
económicos que impiden o limitan la posibilidad de acceso a la justicia.

2. 	 En los últimos años, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
(en adelante “SIDH” o “Sistema“) ha reconocido la necesidad de 

	 delinear principios y estándares sobre los alcances de los derechos 
al debido proceso judicial y a la tutela judicial efectiva, en casos que 
involucran la vulneración de derechos económicos, sociales y culturales 
(“derechos sociales” o “DESC”).
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3. 	 En este orden de ideas, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (“CIDH” o la “Comisión Interamericana”) ha elaborado el 
presente estudio a fin de revisar y sistematizar la jurisprudencia del SIDH, 
tanto de la CIDH como de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(“Corte IDH” o “Corte”), sobre cuatro temas centrales que ha estimado 
prioritarios respecto a la protección judicial de los derechos económicos, 
sociales y culturales: 1) la obligación de remover obstáculos económicos 
para garantizar el acceso a los tribunales; 2) los componentes del debido 
proceso en los procedimientos administrativos relativos a derechos 
sociales; 3) los componentes del debido proceso en los procedimientos 
judiciales relativos a derechos sociales y; 4) los componentes del derecho a 
la tutela judicial efectiva de derechos sociales, individuales y colectivos.

4. 	 Estos estándares no sólo tienen un importante valor como guía de 
interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(“Convención Americana”, “Convención” o “CADH”) para los tribunales 
nacionales, sino que pueden contribuir a mejorar la institucionalidad de las 
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políticas y servicios sociales en los países americanos, y a fortalecer los 
sistemas de fiscalización, transparencia y rendición de cuentas, así como 
los mecanismos de participación y vigilancia social de las políticas públicas 
en esta materia. La reseña de la jurisprudencia del sistema interamericano 
contribuye además a mejorar el diagnóstico de los principales problemas 
regionales en el acceso a los sistemas de justicia. Si bien los casos no 
pueden considerarse absolutamente representativos de los problemas 
sociales e institucionales de los países de la región, sí puede afirmarse 
que el sistema de peticiones es una buena caja de resonancia de esos 
problemas.

5. 	 Un primer aspecto del derecho de acceder a la justicia en materia de 
derechos sociales, es la existencia de obstáculos económicos o financieros 
en el acceso a los tribunales y el alcance de la obligación positiva del 
Estado de remover esos obstáculos para garantizar un efectivo derecho 
a ser oído por un tribunal. De esta manera, numerosas cuestiones 
vinculadas con el efectivo acceso a la justicia - como la disponibilidad de 
la defensa pública gratuita para las personas sin recursos y los costos 
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del proceso resultan asuntos de inestimable valor instrumental para la 
exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. En este 
sentido, es común que la desigual situación económica o social de los 
litigantes se refleje en una desigual posibilidad de defensa en juicio.

6. 	 Al respecto, el SIDH ha establecido la obligación de remover aquellos 
obstáculos en el acceso a la justicia que tengan origen en la posición 
económica de las personas. Tanto la Corte Interamericana como la 
CIDH han fijado la obligación de proveer en ciertas circunstancias 
servicios jurídicos gratuitos a las personas sin recursos, a fin de evitar la 

	 vulneración de su derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial 
efectiva. Con esto en miras, la Comisión Interamericana ha identificado 
algunos criterios para la determinación de la procedencia de la asistencia 
legal gratuita en los casos concretos. Estos son: a) la disponibilidad de 

	 recursos por parte de la persona afectada; b) la complejidad de las 
cuestiones involucradas en el caso y c) la importancia de los derechos 
afectados.
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7. 	 En paralelo, la CIDH ha determinado que ciertas acciones 
	 judiciales requieren necesariamente de asistencia jurídica gratuita para su 
	 interposición y seguimiento. Así, la Comisión Interamericana ha entendido 

que la complejidad técnica de ciertas acciones constitucionales, establece 
la obligación de proporcionar asistencia legal gratuita para su efectiva 
promoción.

8. 	 Del mismo modo, el SIDH ha establecido que los costos del proceso, 
sea éste judicial o administrativo, y la localización de los tribunales, son 
factores que también pueden redundar en la imposibilidad de acceder a la 
justicia y en la consecuente violación del derecho a las garantías judiciales. 
Los órganos del SIDH han determinado que un proceso que demande 
excesivos costos para su desarrollo, vulnera el artículo 8 de la Convención 
Americana. La Comisión ha expresado sobre el particular que el recurso 
judicial que se establezca para revisar el actuar de la administración, no 
sólo debe ser rápido y efectivo, sino también “económico” o asequible.
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9. 	 A su vez, el SIDH ha comenzado a identificar situaciones estructurales de 
desigualdad que restringen el acceso a la justicia a determinados sectores 
de la sociedad. En estos casos, la CIDH ha destacado la obligación 
estatal de proveer servicios legales gratuitos y de reforzar los dispositivos 
comunitarios al efecto, a fin de facilitar a estos sectores sociales en 

	 situación de desventaja y desigualdad, el acceso a instancias judiciales 
de protección, y a información adecuada sobre los derechos que poseen 
y los recursos judiciales disponibles para su tutela.

10. Un segundo aspecto a considerar es la existencia de un derecho al debido 
proceso en la esfera administrativa y su extensión o contenido preciso. 
En la esfera administrativa se dirime la mayoría de las adjudicaciones 
de prestaciones sociales. El área de las políticas y servicios sociales 
en muchos países del continente no se ha regido usualmente, en su 
organización y funcionamiento, por una perspectiva de derechos. Por el 
contrario, las prestaciones se han organizado y brindado mayormente 
bajo la lógica inversa de beneficios asistenciales, por lo que este campo 
de actuación de la administración pública de los Estados ha quedado 
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tradicionalmente reservado a la discrecionalidad política, más allá de la 
existencia de algunos controles institucionales y sociales.

11. 	En este orden de ideas, el SIDH ha fijado posición sobre la vigencia de 
las reglas del debido proceso legal en los procedimientos administrativos 
vinculados a derechos sociales. Al mismo tiempo, ha establecido 
la obligación de los Estados de establecer reglas claras para el 
comportamiento de sus agentes, a fin de evitar márgenes inadecuados 
de discrecionalidad en la esfera administrativa, que pudieran fomentar o 
propiciar el desarrollo de prácticas arbitrarias y discriminatorias.

12. 	De este modo, en el examen de casos que involucran, entre otros, 
derechos económicos, sociales y culturales, derechos de los pueblos 
indígenas, derechos de los inmigrantes y derechos vinculados a la 
protección del ambiente, tanto la CIDH como la Corte IDH han gestado un 
claro estándar relativo a la plena aplicabilidad de la garantía del debido 
proceso legal en los procedimientos administrativos. Así, ambos órganos 
han establecido que el debido proceso legal debe ser respetado en todo 
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	 procedimiento tendiente a la determinación de los derechos y obligaciones 
de las personas.

13. 	En este orden de ideas, el SIDH ha subrayado la necesidad de regular y 
restringir la discrecionalidad estatal. La Corte y la CIDH han establecido 
que la labor de la Administración posee límites concretos y que, entre

 	 ellos, se encuentra el respeto de los derechos humanos. En cuanto a 
los casos que involucran a sectores especialmente vulnerables, la Corte 
IDH ha identificado la necesidad de trazar vínculos entre los alcances del 
debido proceso legal administrativo y la efectiva vigencia de la prohibición 
de discriminación.

14. 	El SIDH ha comenzado a identificar los elementos que componen la 
garantía de debido proceso en sede administrativa. En este sentido, 
la Comisión Interamericana ha considerado que entre los elementos 
componentes del debido proceso legal administrativo se encuentra la 
garantía de una audiencia para la determinación de los derechos en 
juego. 
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	 De acuerdo con la CIDH, dicha garantía incluye: el derecho a ser asistido 
jurídicamente; a ejercer una defensa y a disponer de un plazo razonable 
para preparar los alegatos y formalizarlos, así como para promover y 
evacuar las correspondientes pruebas. La Comisión Interamericana 
también ha considerado a la notificación previa sobre la existencia misma 
del proceso, como un componente básico de la garantía.

15. 	La CIDH y la Corte también han puntualizado, como elementos que integran 
el debido proceso legal, el derecho a contar con una decisión fundada 
sobre el fondo del asunto y la necesidad de garantizar la publicidad de 
la actuación administrativa. Además, el SIDH ha resaltado la existencia 
de un derecho al plazo razonable del proceso administrativo. La Corte 
IDH ha establecido que un retraso prolongado en un procedimiento 
administrativo configura, en principio, una vulneración del artículo 8 de la 
Convención y que a fin de desvirtuar tal desenlace, el Estado debe probar 
que la demora del proceso se originó en la complejidad del caso o en la 
conducta de las partes.
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16. 	Otro elemento de la garantía del debido proceso legal en sede administrativa 
que ha tenido desarrollo en el SIDH, es el derecho a la revisión judicial 
de decisiones administrativas. Al respecto, la CIDH ha determinado que 
toda norma o medida que obstaculice el acceso a los tribunales, y que no 
esté debidamente justificada por las razonables necesidades de la propia 
administración de justicia, debe entenderse contraria al artículo 8.1 de la 
Convención. También la CIDH ha avanzado en algunas precisiones sobre 
el alcance que debe tener esta revisión, al señalar que la justicia debe 
ocuparse de realizar al menos la supervisión esencial de la legalidad y 
racionalidad de las decisiones de la Administración, a fin de acatar las 
garantías consagradas en la CADH.

17. Un tercer aspecto examinado en la jurisprudencia del SIDH es la existencia 
de criterios claros sobre el debido proceso legal en sede judicial, en 
aquellos procesos dirigidos a determinar derechos económicos, sociales 
y culturales. En este sentido, la jurisprudencia del SIDH ha trazado un 
estrecho vínculo entre los alcances de los derechos consagrados en los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana. De esta manera, se ha 
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establecido que los Estados tienen la obligación de diseñar y consagrar 
normativamente recursos efectivos para la cabal protección de los 
derechos humanos, pero también la obligación de asegurar la debida 
aplicación de dichos recursos por parte de sus autoridades judiciales, en 
procedimientos con las garantías adecuadas.

18. Hay una relación directa entre la idoneidad de los recursos judiciales 
disponibles y la posibilidad real de exigibilidad de los derechos económicos, 
sociales y culturales. Sobre el particular, tanto la Corte IDH como la CIDH 
han comenzado a precisar aquellos elementos que componen el derecho al 
debido proceso consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana 
respecto a los procedimientos de índole social, que presentan algunas 
características diferenciales respecto de otros procedimientos criminales 
o civiles, además de compartir también algunos rasgos comunes.

19. 	En este orden de ideas, el SIDH ha identificado un principio de igualdad de 
armas como parte integrante del debido proceso legal, y ha comenzado 
a delinear estándares con miras a su respeto y garantía. Este principio 
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es sumamente relevante, por cuanto el tipo de relaciones reguladas por 
los derechos sociales suelen presentar y presuponer condiciones de 
desigualdad entre las partes de un conflicto --trabajadores y empleadores-
- o entre el beneficiario de un servicio social y el Estado prestador del 
servicio. Esa desigualdad suele traducirse en desventajas en el marco de 
los procedimientos judiciales.

20. 	La Corte ha establecido que la desigualdad real entre las partes de un 
proceso determina el deber estatal de adoptar todas aquellas medidas 
que permitan aminorar las carencias que imposibiliten el efectivo 
resguardo de los propios intereses. La Comisión Interamericana también 
ha remarcado, que las particulares circunstancias de un caso, pueden 
determinar la necesidad de contar con garantías adicionales a las 

	 prescritas explícitamente en los instrumentos de derechos humanos, a fin de 
	 asegurar un juicio justo. 

	



E
L 

A
C

C
E

S
O

 A
 L

A 
JU

S
TI

C
IA

 
C

O
M

O
 G

A
R

A
N

TÍ
A 

D
E

 L
O

S
 D

E
R

E
C

H
O

S
 E

C
O

N
Ó

M
IC

O
S

, S
O

C
IA

LE
S

 Y
 C

U
LT

U
R

A
LE

S

17

	 Para la CIDH, esto incluye advertir y reparar toda desventaja real que 
las partes de un litigio puedan enfrentar, resguardando así el principio de 
igualdad ante la ley y la prohibición de discriminación.

21. 	El derecho a contar con una decisión fundada relativa al fondo del asunto 
también ha sido reconocido por la CIDH y por la Corte como elemento 
integrante del debido proceso legal en este tipo de procedimientos 
judiciales. En tal sentido, la Comisión Interamericana ha destacado 
que tras la etapa de prueba y debate, los órganos jurisdiccionales 
deben razonar sus decisiones y determinar así la procedencia o no de 
la pretensión jurídica que da base al recurso. Por su parte, la Corte ha 
expresado que los Estados deben garantizar que los recursos judiciales 
efectivos sean resueltos de acuerdo con el artículo 8.1 de la CADH, por 
lo que los tribunales de justicia deben adoptar decisiones que permitan 
resolver el fondo de las controversias que se le planteen.

22. 	El derecho al plazo razonable del proceso es otro de los componentes 
de la garantía del debido proceso legal en sede judicial que resulta 
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particularmente relevante en materia del resguardo de derechos sociales. 
La CIDH y la Corte IDH han identificado ciertos criterios con miras a evaluar 
la razonabilidad del plazo de un proceso. Se trata de: a) la complejidad 
del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y c) la conducta de las 
autoridades judiciales; d) la finalidad del procedimiento judicial respectivo; 
e) la naturaleza de los derechos en juego.

23. 	En diversos precedentes relativos a derechos económicos, sociales y 
culturales, la Comisión Interamericana ha destacado la necesidad de 
garantizar el procedimiento expedito del amparo. La CIDH ha establecido 
que un elemento esencial de la efectividad del recurso es su oportunidad 
y que el derecho a la protección judicial demanda que los tribunales 
dictaminen y decidan con celeridad, especialmente en casos urgentes. 

	 De esta manera, la Comisión Interamericana se ha ocupado de recalcar 
que, en definitiva, la obligación de conducir los procesos de manera rápida 
y ágil recae en los órganos encargados de administrar justicia.
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24. En este orden de ideas, la CIDH ha puntualizado que el criterio relevante 
a fin de evaluar el plazo razonable de los procesos, no es la cantidad de 
los actos que se plasmen en el expediente, sino su eficacia.

25. Respecto a esta garantía, la CIDH también ha expresado en algunos 
casos que el plazo de los procesos debe comenzar a contarse desde el 
inicio de las actuaciones administrativas y no ya desde la llegada del caso 
a la etapa judicial. A pesar de no poder afirmarse aun la existencia de un 
estándar definitivamente establecido en este punto, la jurisprudencia de 
la CIDH da cuenta de un principio de toma de posición del SIDH en la 
materia.

26. A su vez, los órganos del SIDH han precisado que la etapa de ejecución 
de las sentencias debe ser considerada parte integrante del proceso 
y que, en consecuencia, debe ser contemplada a la hora de examinar 
la razonabilidad del plazo de un proceso judicial. Esto se debe a que 
el derecho de acceder a la justicia exige que la solución final de toda 
controversia tenga lugar en un plazo razonable. Esta cuestión es medular, 
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pues en una amplia gama de procesos sociales -- en particular en materia 
de seguridad social -- los trámites de ejecución de sentencias se han 
visto seriamente demorados y obstaculizados por normas de emergencia 
y defensas dilatorias a favor de los Estados.

27. Un cuarto aspecto analizado por el SIDH es el derecho a la tutela judicial 
efectiva de los derechos sociales. Este derecho exige que los Estados 
brinden mecanismos judiciales idóneos y efectivos para la protección de 
los derechos sociales, tanto en su dimensión individual como colectiva. 
Tradicionalmente las acciones judiciales tipificadas por el ordenamiento 
jurídico han sido pensadas, para la protección de los derechos civiles 
y políticos clásicos. En gran parte de los países del continente se han 
establecido y regulado acciones judiciales sencillas y rápidas para 
amparar derechos en casos graves y urgentes. Sin embargo, es frecuente 
que estas acciones judiciales no funcionen de manera adecuada para 
tutelar derechos sociales. En ocasiones, ello sucede por la limitación en 
la posibilidad de accionar de grupos o colectivos de víctimas afectadas 
por las violaciones, o por las demoras burocráticas en los procedimientos 
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judiciales que les hacen perder efectividad. También se han verificado en 
algunos casos problemas para acceder al ejercicio de estas acciones, 
porque se excluye la tutela de algunos derechos sociales que no se 
consideran derechos fundamentales, o porque se les impone requisitos 

	 procesales excesivos para su admisión. El SIDH ha intentado fijar algunos 
principios básicos que esas acciones de protección urgente deben cumplir 
para ajustarse a la Convención Americana. El derecho a la tutela judicial 
efectiva requiere también que los procedimientos judiciales destinados a 
proteger los derechos sociales, no presenten condiciones u obstáculos 
que le quiten efectividad para cumplir con los fines para los que fueron 
previstos. Así, el SIDH ha verificado que en ciertos casos hay fuertes 

	 obstáculos y restricciones para la ejecución de sentencias firmes contra los 
Estados, en especial respecto a sentencias que reconocen derechos de 
la seguridad social. La tendencia al uso de legislación de emergencia en 
esta materia limita la posibilidad de ejecutar obligaciones patrimoniales a 
los Estados, y suele otorgar privilegios exorbitantes para la administración 
frente a los titulares de derechos ya reconocidos en la vía judicial.
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28. El artículo 25 de la Convención establece el deber estatal de crear un 
recurso sencillo, rápido y efectivo para la protección y garantía de los 
derechos humanos. Así, los órganos del SIDH han comenzado a deli-
near estándares en relación con los alcances de tal obligación en materia 
de derechos económicos, sociales y culturales. En este sentido, tanto la 
CIDH como la Corte IDH han identificado la necesidad de proveer medidas 
procesales que permitan el resguardo inmediato e incluso cautelar o 
preventivo de los derechos sociales, a pesar de que el fondo de la cuestión 
pueda llegar a demandar un análisis más prolongado en el tiempo.

29. La Comisión Interamericana ha identificado determinadas características 
esenciales con las que estas medidas deben contar para ser consideradas 
idóneas a la luz de la Convención Americana. Así, ha postulado que 
debe tratarse de recursos sencillos, urgentes, informales, accesibles y 
tramitados por órganos independientes; que deben poder tramitarse 
como recursos individuales y como acciones cautelares colectivas a fin 
de resguardar los derechos de un grupo determinado o determinable; que 
debe garantizarse una legitimación activa amplia a su respecto; que deben 
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ostentar la posibilidad de acceder a instancias judiciales nacionales ante 
el temor de parcialidad en el actuar de la justicia local y, por último, que 
debe preverse la aplicación de estas medidas de protección en consulta 
con los afectados.

30. En este punto, la CIDH ha destacado que al tratarse de acciones de 
protección de derechos fundamentales en casos que requieren de una 

	 respuesta urgente, la formalidad de la prueba no debe ser la misma que 
aquella que se demanda en los procesos ordinarios. Esto pues, la idea 
que subyace a esta tutela de tipo cautelar es que en el corto plazo se 
adopten las provisiones necesarias para la protección inmediata de los 
derechos en juego.

31. 	De manera paralela, en años recientes la Corte IDH y la CIDH han 
reconocido la necesidad de tutelar los derechos económicos, sociales 
y culturales, ya no sólo en su dimensión individual, sino también en su 
dimensión colectiva. En este  arco, el SIDH ha comenzado a delinear 
estándares sobre los mecanismos de tutela judicial tendientes a 



E
L A

C
C

E
S

O
 A LA JU

S
TIC

IA 
C

O
M

O
 G

A
R

A
N

TÍA D
E

 LO
S

 D
E

R
E

C
H

O
S

 E
C

O
N

Ó
M

IC
O

S
, S

O
C

IA
LE

S
 Y C

U
LTU

R
A

LE
S

24

garantizar el litigio colectivo y especialmente, en relación con el alcance 
de la obligación de los Estados de proveer este tipo de procedimientos de 

	 reclamo. Es posible observar que el SIDH ha atravesado una clara evolución 
en esta materia, en cuanto ha reconocido expresamente la dimensión 
colectiva de determinados derechos y la necesidad de esbozar y poner 
en práctica dispositivos jurídicos con miras a garantizar plenamente tal 
dimensión. De esta manera, se evidencian los mayores alcances que los 
órganos del SIDH le han reconocido a la garantía prevista en el artículo 
25 de la Convención Americana, a fin de contemplar en su marco, la tutela 
judicial efectiva de derechos colectivos.

32. 	A su vez, la jurisprudencia del SIDH también se muestra últimamente más 
firme y asentada a la hora de exigir la efectiva vigencia del derecho a 
la tutela judicial efectiva de derechos económicos, sociales y culturales 
en su dimensión individual. En este aspecto, por ejemplo, la Corte IDH 
ha reconocido la necesidad de que los Estados diseñen e implementen 
mecanismos jurídicos efectivos de reclamo para la tutela de derechos 
sociales esenciales, como los derechos de los trabajadores.
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33. Por último, vale mencionar que en los últimos años el Sistema ha dado 
pasos importantes en el trazado de estándares sobre la obligación estatal 
de instaurar mecanismos que aseguren la efectiva ejecución de las 
sentencias que dicta el Poder Judicial de cada Estado. En este sentido, 
la Comisión Interamericana se ha ocupado de subrayar ciertos rasgos 
distintivos de un proceso de ejecución de sentencia, cuando aquel que 
debe obedecerla no es otro que el Estado. De esta manera, ha recalcado 
que el deber estatal de garantizar la observancia de los fallos judiciales 
alcanza particular importancia cuando quien debe cumplir la sentencia 
es un órgano del poder ejecutivo, legislativo o judicial, provincial 

	 o municipal, de la administración central o descentralizada, de empresas 
o institutos públicos, o cualquier otro órgano similar. Lo anterior se debe 
a que tales órganos, al ser estatales, suelen tener privilegios procesales, 
como la inembargabilidad de sus bienes. De acuerdo con la CIDH, dichos 
órganos pueden tener una inclinación a usar su poder y sus privilegios 
para tratar de ignorar las sentencias judiciales dictadas en contra de ellos. 
La Comisión Interamericana considera que cuando un órgano estatal no 
está dispuesto a acatar una sentencia desfavorable es posible que intente 
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desconocer el mandato judicial mediante su absoluta falta de observancia 
o que se decida por técnicas más elaborados que acarreen el mismo 
resultado de incumplir el fallo, pero procurando darle cierto aspecto de 
validez formal a su manera de actuar.

34. 	La CIDH ha sostenido en diversas oportunidades que el incumplimiento de 
una orden judicial firme configura una violación continuada del artículo 25 
de la Convención Americana. En este punto, la Comisión Interamericana 
incluso ha trazado un incipiente estándar por el que ha postulado que 
el incumplimiento de fallos judiciales que tutelan derechos sociales tales 
como el derecho a la seguridad social, puede llegar a caracterizar también 
una violación del artículo 26 de la Convención Americana.

35. 	A la vez, la CIDH ha determinado que el derecho a la tutela judicial efectiva 
requiere del acatamiento de las decisiones cautelares judiciales. Por lo 
tanto, el incumplimiento de dichas medidas también puede conllevar la 
vulneración de este derecho.
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36. 	La Comisión Interamericana también ha delineado un estándar relevante 
en relación con los límites del accionar exigible a las víctimas a fin 
de lograr el acatamiento de las mandas judiciales a su favor. Así, ha 
manifestado que los Estados deben garantizar el cumplimiento de dichas 
decisiones judiciales de forma inmediata y sin requerir a los afectados que 
impulsen acciones adicionales de acatamiento, sea en el ámbito penal, 
administrativo o cualquier otro.

37. 	En paralelo, la CIDH también ha sido enfática en cuanto a la necesidad 
de garantizar el cumplimiento de decisiones administrativas. Así ha 
considerado la necesidad de dotar de eficacia a los dispositivos utilizados 
por la Administración para lograr el acatamiento de las órdenes emanadas 
de las autoridades administrativas.

38. Por su parte, tanto la Corte IDH como la Comisión Interamericana han 
comenzado a desarrollar estándares de importancia en relación con el 
diseño y puesta en práctica de mecanismos eficaces de ejecución de 
sentencias. En este orden de ideas, ha expresado que la responsabilidad 
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de las autoridades estatales no concluye cuando el sistema de justicia dicta 
sentencia definitiva y esta queda firme. La Corte entiende que el Estado, 
a partir de este momento, debe garantizar los medios necesarios a fin 
de posibilitar la efectiva ejecución de dicha decisión definitiva. En efecto, 
el derecho a la protección judicial resultaría ilusorio si el ordenamiento 
jurídico interno de los Estados diera lugar a que un mandato judicial final 
y obligatorio persista ineficaz en detrimento de una de las partes.

39. En esta línea, el Tribunal ha considerado que para hablar de “recursos 
judiciales efectivos” no alcanza con que en los procesos se dicten 
resoluciones definitivas en las que se decida el resguardo de los derechos 
en juego ya que la etapa de ejecución de tales decisiones también debe ser 
entendida como parte integrante del derecho a la tutela judicial efectiva. A la 
vez, la Corte ha sostenido que en el caso de fallos en materia de acciones 
de garantía, atento a la particular naturaleza de los derechos protegidos, 
el Estado debe acatarlos en el menor tiempo posible, adoptando todas 
las medidas necesarias al efecto. En este punto, la Corte es enfática al 
afirmar que las normas presupuestarias no pueden justificar una demora 
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prolongada en el tiempo en el acatamiento de las decisiones judiciales 
que resguardan derechos humanos.

40. 	Así, la Corte IDH ha entendido que la demora en la ejecución de 
la sentencia no puede ser tal que conlleve una mayor afectación 

	 de los derechos protegidos en la decisión y, en consecuencia, desvirtúe el 
derecho a la protección judicial efectiva.




